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PUNTOS DE SUSCIÍIGION,
PRSCíG DE SUSCBICfON,

En Za r a g o z a , en la Administración del 
Bo l e t ín , sita en la imprenta de la Casa- 
Hespicio de Misericordia.

Las suscriciones de fuera podrán hacerse 
remitiendo si importe en libranza del Tesoro 
ó letra de fácil cobro.

La correspondencia se remitirá tranqueada 
al Director-Administrador del Bo l e t ín  Of i­
c ia l , D. Baldomcro Mediano y Suiz.

TREINTA PESETAS AL AÑO.

Las reclamaciones de números se harán 
dentro de los 12 dias inmediato s á la fecha do 
los que se rcclemmí; pasados estos, la Admi - 
nistracion sólo dará los números, previo el 
pago, al precio de venta.

Números sueltos, 25 céntimos de peseta 
cada juno.

BOLETIN OFICIAL
DE LA PROVINCIA DE ZARAGOZA.

ESTE PERIÓDICO SE PUBLICA TODOS LOS DIAS, EXCEPTO LOS LÚNES.

Las leyes y disposiciones generales del Go­
bierno son obligatorias para cada capital de pro­
vincia desda que se publican eflcmlmente en el.a, 
y desda cuatro días después para loa domas Pue­
blos de la misma provincia. (.Dccrelc d3 2b ae 
Noviembre d» 1837.) . ._____

Inmediatamente que los señores 
alcaldes y secretarlos reciban esta 
Bo l e t ín , dispondrán que so fije un 
eiampiar en el sitio de costumbre, 
donde permanecerá hasta el recibo 
del número siguiente.

Los señores secretarios cuidarán bajo sú máa 
estrecha resnoncabiiidad de conservar los nv.* 
meros de este Bo l e t ín , coleccionados ordenada­
mente para su encuadernación, que deoera veri­
ficarse al final de cada semestre.

PARTE OFICIAL.

SECSGÍOH raiSSISRA.

PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS.

REAL DECRETO.

En los autos y expediente de competencia 
suscitada entre la Audiencia de Earcelona 5 e 
Gobernador de la misma provincia, de los cuales 
eQueel Alguacil y Secretario de la Alcaldía de 

Caldas de Estracli pusieron en conocimiento del . 
Alcalde de dicho pueblo que el Concejal y Se­
cretario del Juzgado municipal del mismo, don 
Juan Clausell, había roto la papeleta de apremio 
^ra el pao-o de contribución que m entregaron 
os denunciantes en concepto de r®Pre®e“^" 

tes y comisionados del Ayuntara )nt°’ ^1CP" 
doles faltado do palabra y obra u consecuencia

dicha denuncia: T ,
. Que el Alcalde do Caldas de Estrach, D. José 
tió, practicó ciertas diligencias,, y entre otias 
acordó y llevó á efecto la detención de D. Juan 
Causen el dia 11 de Mayo de 1878, a las seis y 
cuarto de la tarde: que el Juez municipal del 
Mencionado pueblo dió parte al Juzgado de pn- 
?era instancia de Mataró de haber sido detem

Clausell, de que el Alcalde se había negado 
11 Manifestarle el motivo de dicho acto y a pqüei 
en libertad á Clausell, á quien el Juez municipal 
Uecesitaba para asuntos del servicio; añadiendo

que temía se cometiese algún atropello contra 
el referido Clausell y se produjera algún desor­
den público, por la actitud en que se hallaban 
más de cien hombres que con la Autoridad mu­
nicipal estaban en el local en que se encontra­
ba el detenido:

Que en vista del citado parte se constituyo el 
Juzgado de primera instancia de Mataró á las 
tres°de la noche del 11 de Mayo del año anterior 
en Caldas do Estrach y procedió á recibir las de­
claraciones que estimó oportunas, y acordó po­
ner en libertad á Clausell:

Que instruida causa contra el Alcalde de Es­
trach, Don José Tió, por la detención de que vie­
ne haciéndose mérito, el Gobernador de Barcelo­
na á instancia del procesado requirió de inhibi­
ción á la Sala de lo criminal de aquella Audien­
cia, alegando como razones para ello que el he­
cho que dió lugar á la detención fué el atropello 
por parte de D. Juan Clausell de los agentes ad­
ministrativos que le exigían el pago "de los tri­
mestres de contribución que adeudaba: que los 
Alcaldes están y obran bajo la dirección del Go­
bernador, tanto en lo que se refiere al orden pú­
blico y á las funciones que se le encomiendan 
como representante del Gobierno, cuanto en lo 
que concierne á la ejecución de las leyes: que la 
Autoridad puede detener á un delicuente: que al 
superior jerárquico del Alcalde correspondo de­
clarar si abusó de sus atribuciones, y someterlo 
á los Tribunales en el caso do haber cometido un . 
delito: que los funcionarios administrativos tie^. , 
nen facultades para corregir gubernativamente^ 
las faltas en los casos en que su reprensión Jes­

! esté encomendada por las leyes; y por última
v>;
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que la detención de D. Juan Clausell no consti­
tuye delito, puesto que no excedió de veinticua­
tro horas, toda vez que antes de terminar ese 
tiempo estuvo á disposición del Juzgado de pri­
mera instancia; y citaba el Gobernador los ar­
tículos 177 y 199 de la ley Municipal; los artícu­
los 212 y 625 del Código penal; los artículos 286 
y 288 de la ley orgánica del Poder judicial y el 
párrafo noveno, art. 10, de la ley de 25 de Se­
tiembre de 1863, y el art. 53 del reglamento de 
la misma fecha:

Que sustanciado el incidente, la Sala sostu­
vo su jurisdicción, fundándose en que á las Sa­
las de lo criminal de las Audiencias corresponde 
el conocimiento de los delitos cometidos por los 
funcionarios del orden administrativo en el ejer­
cicio de sus funciones, á no ser en los casos re­
servados al Tribunal Supremo: en que á la Sala 
competia apreciar la responsabilidad que pudie­
ra caber á D. José Tió por detener á Clausell, no 
dar parte al Juez municipal y desatender y des­
preciar sus intimaciones; y en que á la Admi­
nistración no está reservado el castigo de dichos 
actos, ni hay tampoco en el presente caso que re­
solver previamente ninguna cuestión adminis­
trativa de la cual pueda depender el fallo de los 
Tribunales; y concluía la Sala citando los artí­
culos 266 de la ley orgánica del Poder judicial, 
el 210 del Código penal, el 201 de la ley de En­
juiciamiento criminal, y el 54, 59, 60 y 63 del 
reglamento de 25 de Setiembre de 1863:

Que el Gobernador, oida la Comisión provin­
cial, insistió en el requerimiento, resultando el 
presente conflicto, que ha seguido sus trá­
mites:

Visto el art. 54 del reglamento de 25 de Se­
tiembre de 1863, según el cual los Gobernadores 
no podrán suscitar contienda de competencia en 
los juicios criminales, á no ser que el castigo del 
delito ó falta haya sido reservado por la ley á 
los funcionarios de la Adnr'nistracion, ó cuando 
en virtud de la misma ley deba decidirse por la 
Autoridad administrativa alguna cuestión pré- 
via, de la cual dependa el fallo que los Tribuna­
les ordinarios ó especiales hayan de pronun­
ciar:

Visto el art. 210 del Código penal, que señala 
la responsabilidad en que incurre el funcionario 
público que detuviere á un ciudadano, según 
los casos y circunstancias que el mismo esta­
blece: .

Visto el art. 388 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, que determina que el particular, Au­
toridad ó agente de policía judicial que detuvie­
re á una persona habrá de entregarla inmediata­
mente al Juez más próximo al lugar en que hu- 
biesehecho la detención, incurriendo, si demora­
se innecesariamente la entrega, en la multa de 
25 á 250 pesetas, á no ser en el caso de que in­
curriese en las responsabilidades pecuniarias y 
penal que fijan la Constitución del Estado y el 
Código penal si la dilación hubiese excedido de 
veinticuatro horas:

• Considerando:
1 .® Que la apreciación del hecho ejecutado 

por el Alcalde de Caldas de Estrach, D. José Tió, 

corresponde á los Tribunales de justicia, los 
cuales declararán en su dia si el haberse dete­
nido á D. Juan Clausell, no poniéndole inmedia­
tamente á disposición del Juez municipal y ne­
gándose el Alcalde á lo que dicha Autoridad 
judicial le pedia, constituye ó no delito, y caso 
afirmativo, cuál es la responsabilidad en que su 
autor ha incurrido.

2 .° Que en el presente caso no concurre nin­
guna de las dos condiciones exigidas para une 
por excepción puedan promover los Gobernado­
res conflictos de jurisdicción en los juicios cri­
minales, toda vez que ni el castigo de los actos 
ejecutados por el Alcalde de Caldas de Estrach 
está confiado á la Administración, ni hay tam­
poco que resolver ninguna cuestión prévia ad­
ministrativa de la cual dependa el fallo de los 
Tribunales;

Conformándome con lo consultado por el Con­
sejo de Estado en pleno,

Vengo en declarar que no ha debido suscitar­
se esta competencia.

Dado en San Ildefonso á diez de Agosto de 
mil ochocientos setenta y nueve.—Alfonso.- 
El Presidente del Consejo de Ministros, Arsenio 
Martínez de Campos.

^Gacela 13 de Setiembre de 1879.)

MINISTERIO DE FOMENTO.

REAL DECRETO.

De acuerdo con lo propuesto por el Ministro de 
Fomento,

Vengo en decretar lo siguiente:
Artículo único. La facultad de trasladar las 

barreras y oficinas de recaudación de los por­
tazgos arrendados, que la condición 8.a de las 
generales de arriendo del impuesto, aprobadas 
por Real decreto de 23 de Setiembre de 1877, 
reserva á la Administración pública, se ejercerá 
en adelante por la misma, cualquiera que sea la 
distancia existente entre" el punto en que el por­
tazgo funcione y el en que el interés del Estado 
aconseje establecerlo; entendiéndose reformada 
en este sentido la expresada condición.

Dado en San Ildefonso á catorce de Setiembre 
de mil ochocientos setenta y nueve.—Alfonso' 
—El Ministro de Fomento, C. Francisco Queipo 
de Llano.

^Gaceta 16 de Setiembre de 1879.)

SSCCIOM SÉTIMA.

JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA.

Huesca.
D. Juan Antonio Berges, Escribano del Juzgad 

de primera instancia de Huesca y su partid0. 
Doy fé: Que se ha recibido y cumplimentad0 

por dicho Juzgado una certificación de la^uP 
rioridad que contiene la providencia siguieiw '
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«Zaragoza 25 de Agosto de 1879. — Resultan­
do que en el Banderín de reclutamiento de Hues­
ca fué presentado como voluntario para Cuba, 
el que aparecía llamarse José Guerrero Plácido, 
el cual desertó, y capturado que fué, se le en­
contró en su poder una cédula de vecindad, dis­
tinta de la que utilizó para su alistamiento, por 
lo cual se instruyó por la jurisdicción de Guerra 
el oportuno proceso, en el que después de acre­
ditarse que el alistado con el nombre de José 
Guerrero se llamaba José León Giménez, y que 
la cédula de vecindad y certificación de conduc­
ta que con aquel nombre tenia presentadas eran 
falsas, se le impuso la pena correspondiente y 
se mandó sacar el tanto de culpa de lo que re­
sultase contra el paisano D. José Sicra y Vila, 
el cual se remitió al Juzgado de primera ins­
tancia de Huesca:

2 .° Resultando que por dicho Juzgado, reci­
bido que hubo el aludido testimonio, se proce­
dió á la práctica de las convenientes diligen-- 
cias, de las cuales y de las comprendidas en 
aquél, aparece que las mencionadas cédulas de 
vecindad y certificación de conducta con el 
nombre de José Guerrero Plácido que se presen­
taron en Huesca para alistar al que después re­
sultó llamarse José León Giménez, habían sido 
expedidas en Samper del Salz, ó por lo menos 
asi se consigna en aquellas, si bien resulta que el 
nombre del Alcalde que las expidió y sellos que 
las autorizaban eran supuestos, y que ni el José 
León ni los que le acompañaron al hacer uso de 
tales documentos habían estado en el citado 
pueblo ó eran conocidos en él:

3 .° Resultando que el Promotor Fiscal del 
Juzgado de Huesca, fundándose en que la falsi­
ficación aparecía ejecutada en Samper del Salz, 
cuyo pueblo corresponde al partido de Belchite, 
ó que era de presumir, por proceder del citado 
pueblo los documentos falsificados, pidió la in­
hibición á favor del Juzgado de Belchite que 
acordó el de primera instancia de Huesca me­
diante auto su fecha 11 de Junio último, remi­
tiendo las actuaciones originales para su conti­
nuación á aquel Juzgado:

4 :.° Resultando que el Juez de Belchite, des­
pués de oir al Promotor, y de conformidad tam- 
hien con el dictamen del mismo, dicto auto en 
24 del propio mes de Junio, inhibiéndose á su 
vez del conocimiento de las presentes diligen­
cias, y mandando se devolvieran al de Huesca, 
como único competente para conocer de ellas, 
7 que caso de no quererlas admitir, tuviera por 
lnterpuesta la competencia negativa; y

5 .° Resultando que por este último se acordó 
eü auto de 26 de Julio próximo pasado la re- 
núsion de lo actuado á esta Sala como Superior 
común, en cumplimiento de lo dispuesto en el 
aftículo 382 de la ley orgánica del Poder judi­
cial; y recibida la causa y actuaciones relativas 
a la cuestión de competencia, se pasaron al se- 
llor Fiscal, quien las devolvió con dictámen pro­
poniendo que se decidiera dicha competencia á 
Javor del Juzgado de Huesca, y que se remitiera 
a este lo actuado para que procediera á lo que 
nubiera lugar en derecho;

Vistos siendo Ponente el Magistrado D, Fa­
cundo Diez Escudero y por su ocupación D. Va­
lentín Fuentes López:

l .° Considerando que, según el art. 325 de la 
ley orgánica del Poder judicial, son competen­
tes para el conocimiento y castigo de las faltas 
ó delitos los Jueces y Tribunales de la demar­
cación en que aquellos se cometan:

2 .° Considerando que, conforme al art. 326 
de la misma ley, cuando no consta el lugar en 
que se cometió el fallo ó delito, será Juez y Tri­
bunal competente para instruir y conocer de la 
causa en primer término el de la demarcación 
en que se hayan descubierto pruebas materiales 
del delito:

3 .° Considerando que, si bien los documentos 
de cuya falsedad se trata aparecen expedidos ó 
librados en Samper del Salz, no basta esto en el 
presente caso para estimar justificado que cons­
te el punto ó demarcación en que la falsificación 
se cometiera, puesto que el sello y nombre 
del Alcalde y sello que los autoriza resulta su­
puesto, y ni aun consta que hayan estado en el 
citado pueblo el José León ni los que le acom­
pañaron al hacer uso de tales documentos, ha­
llándose por el contrario acreditado que no son 
conocidos en él:

4 .° Considerando que, no resultando legal­
mente justificada la demarcación en que el delito 
se cometiera, como no resulta, se hace preciso ó 
procede en primer término para fijar la compe­
tencia, tener en cuenta la en que se hayan des­
cubierto pruebas materiales del delito, según 
se deja consignado, y aparece como indudable 
que en Huesca fué en donde se presentaron los 
documentos en cuestión y donde se descubrió 
su falsedad, y por ende las pruebas del delito 
que esta constituye:

5 .° Considerando que, en méritos de lo ex­
puesto y miéntras otra cosa no resulte, debe 
declararse competente al Juez de primera ins­
tancia de Huesca para conocer de la presente 
causa:

Vistos además los artículos 386,. 388 y sus 
concordantes de la citada Ley orgánica: Se de­
clara que el Juez de primera instancia de Hues­
ca es el competente para conocer de la causa 
instruida contra D. José Sicra Vila, sobre fal­
sificación de documentos; y en su virtud remí­
tanse á dicho Juez originales las diligencias con 
la oportuna certificación, para su continuación 
con arreglo á derecho. Pues por este nuestro 
auto en vista, que se insertará en los Boletiues 
oficiales de Zaragoza, Huesca y Teruel, dentro 
de los 15 dias siguientes al de su fecha, asi lo 
mandamos y firmamos.—Angel Morales.—Feli­
pe Antonio de Arruche.—Valentín Fuentes Ló­
pez.—P. I. R., Gregorio Jordán.—Escribano de 
Cámara, Pablo Rodier.»

Asi resulta de dicha certificación á la que me 
refiero.

Para que conste y en cumplimiento á la man­
dado, libro y firmo el presente en Huesca á 6 de 
Setiembre de 1879.—Juan Antonio Berges.
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